
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / VIÁTICOS PARA ASISTIR A CITA MÉDICA EN OTRA CIUDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENAR SU REEMBOLSO / ES CUESTIÓN MERAMENTE ECONÓMICA.
Jaime Serna Cardona, hizo valer su derecho fundamental de petición, comoquiera que, según denunció, la NUEVA EPS no ha dado respuesta a una solicitud que presentó para que le fueran sufragados unos viáticos con el fin de trasladarse a la ciudad de Medellín para asistir a una cita médica. 

La EPS por su parte indica que le dio respuesta de fondo y clara al actor negando la solicitud de viáticos, puesto que localmente existen galenos que pueden atender el procedimiento médico que requiere, con constancia de recibo del documento…
… si lo que se pretende es que por esta vía se imponga el reembolso de un dinero que el demandante tuvo que pagar para poder asistir a una cita médica en la ciudad de Medellín, sabido es, que es un asunto que carece de la entidad suficiente para la intervención del juez constitucional, pues en presencia de situaciones meramente económicas, existe la posibilidad de acudir a otros medios de defensa judicial, lo que desemboca en la causal de improcedencia que consagra el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991. (…)
…  en cuanto a la petición de viáticos para asistir a una cita a la ciudad de Medellín en el mes de diciembre, igualmente fue cumplida, puesto que existe constancia en el expediente constitucional… que le da respuesta de fondo del porqué no se puede acceder a su reclamo. 

En efecto: se le explica de manera detallada que no es posible atender su petición debido a que los procedimientos que requiere perfectamente pueden ser realizados en esta ciudad.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el actor contra la sentencia del 13 de diciembre de 2019, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Jaime Serna Cardona inició frente a la NUEVA EPS.

 


ANTECEDENTES
  



En nombre propio, Jaime Serna Cardona acudió a este medio en procura de la protección de su derecho fundamental de petición que considera conculcado por la entidad accionada.





Informó, en síntesis, que presentó una solicitud ante la entidad accionada el 24 de octubre de 2019 debido a que tenía programada cita médica para el 12 de diciembre siguiente en otra ciudad, pero carecía de los recursos económicos para su traslado. Señaló que a la fecha de promoción de la acción no ha recibido respuesta alguna.





Pidió, por tanto, ordenar “… a la entidad accionada proceder a contestar de fondo la solicitud de fecha 24 de octubre de 2019, ordenar sufragar viáticos, tratamiento integral (f. 5). 
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de dos días a la demandada, arriba citada. 





La apoderada de la NUEVA EPS manifestó que se debe negar la acción constitucional dado que está demostrado que se “… dio respuesta clara, precisa y de fondo a la petición presentada por la accionante en su escrito”, sin que la respuesta implique que deba ser favorable a los intereses del actor (f. 11 a 14). 





Sobrevino la sentencia de primer grado que negó la protección implorada, con el argumento principal de que “… a la fecha de presentación de la tutela, ya se le había dado respuesta al derecho de petición, razón por la cual se considera superado el hecho que conllevó a presentar esta acción” (f. 16 a 19)





Impugnó el actor, con fundamento en el hecho de que no le han reembolsado los gastos del viaje que realizó a Medellín el 21 de octubre de 2019 (f.  29).

CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa Jaime Serna Cardona, hizo valer su derecho fundamental de petición, comoquiera que, según denunció, la NUEVA EPS no ha dado respuesta a una solicitud que presentó para que le fueran sufragados unos viáticos con el fin de trasladarse a la ciudad de Medellín para asistir a una cita médica. 





La EPS por su parte indica que le dio respuesta de fondo y clara al actor negando la solicitud de viáticos, puesto que localmente existen galenos que pueden atender el procedimiento médico que requiere, con constancia de recibo del documento (ver folios 11 a 13).




Con base en lo anterior, la juez de instancia, procedió a negar el amparo solicitado, con el argumento principal de que se le dio respuesta al derecho de petición. 
De entrada, es preciso aclarar que en el presente asunto hay dos peticiones:

Una del 24 de octubre del 2019, mediante la cual el actor radicó una “solicitud de reembolso” de dineros por viáticos (f. 3, c. 1) que, luego se supo, él sufragó (f. 4, c. 2).

Y otra, de noviembre del 2019 para que le cubrieran los viáticos para asistir a otra cita médica en esa ciudad; de ello da cuenta la contestación de La Nueva EPS (f. 11 a 13, c. 2).
En lo que respeta a la primera, la improsperidad es manifiesta por dos razones. La primera, que si bien reposa un desprendible de radicación de una solicitud de reembolso efectuada el 24 de octubre de 2019, el contenido mismo de ella se desconoce, con lo cual es imposible establecer en qué consistió específicamente tal requerimiento, teniendo en cuenta que tampoco en el libelo inicial se describe el mismo. 

Y la segunda, que si lo que se pretende es que por esta vía se imponga el reembolso de un dinero que el demandante tuvo que pagar para poder asistir a una cita médica en la ciudad de Medellín, sabido es, que es un asunto que carece de la entidad suficiente para la intervención del juez constitucional, pues en presencia de situaciones meramente económicas, existe la posibilidad de acudir a otros medios de defensa judicial, lo que desemboca en la causal de improcedencia que consagra el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991. 




De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos de esa estirpe debe darse ante los órganos judiciales competentes, por la vía ordinaria o contencioso administrativa, según sea el caso, salvo que se esté en presencia de un perjuicio irremediable, que aquí no es tal, pues el actor ya se realizó su procedimiento médico que sería lo único que ameritaría la intervención del juez de tutela.  
   



Sobre el particular se ha precisado
: 

  



La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias. 





Así que, en lo que tiene que ver con la primera petición, no procede esta vía constitucional esta clase de solicitudes que nada tienen que ver con la protección de un derecho fundamental y en este sentido se adicionará la sentencia impugnada. 
No obstante, no sobra dejar nota marginal sobre la certeza que ahora se tiene sobre que el reembolso ya fue atendido, pues como el mismo actor lo indica (fl. 4, c. 2) se le reintegró el dinero que estaba reclamando, lo que, de haberse superado el umbral de la procedencia, hubiera conducido a la declaración de un hecho superado.
Y en cuanto a la petición de viáticos para asistir a una cita a la ciudad de Medellín en el mes de diciembre, igualmente fue cumplida, puesto que existe constancia en el expediente constitucional (fl. 11, vto. y 12), que le da respuesta de fondo del porqué no se puede acceder a su reclamo. 

En efecto: se le explica de manera detallada que no es posible atender su petición debido a que los procedimientos que requiere perfectamente pueden ser realizados en esta ciudad. Valga indicar que el mismo accionante expone en la constancia de folio 4 del cuaderno 2, que ya le fueron programadas las citas respectivas y que con ello da por cumplida las súplicas de la demanda en este sentido.

De ahí que acertó el Juzgado de primera sede al no estimar conculcado el derecho fundamental de petición del actor. 
   



De tal manera que la providencia recurrida debe confirmarse, pero, con la adición a que se hizo mención, declarando improcedente la petición de reembolso.
 



DECISIÓN  

 



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 13 de diciembre de 2019, proferida por el Juzgado Tercero  Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Jaime Serna Cardona inició frente a la NUEVA EPS.
Se adiciona en el sentido de que se declara imprcedente la petición de reembolso del dinero que solicitó el 24 de octubre de 2019.
 


 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-903 de 2014
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